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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Antonio Chiesa Bruno. 


MIEMBROS: Señores Representantes Daniel Bianchi, Walter Lascano, Berta Sanseverino y Álvaro Vega 
Llanes. 


INVITADOS: Por la Cátedra de Derecho de Familia de la Universidad de Montevideo, señor profesor 
doctor Walter Howard. 


SEÑOR PRESIDENTE (Chiesa Bruno).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Si los señores Diputados están de acuerdo, propongo considerar el segundo punto del orden del día: "Día del 
bebé. (Se declara el primer viernes del mes de octubre de cada año)". 


(Apoyados) 
——— En discusión. 


SEÑORA SANSEVERINO.- La propuesta de establecer un "Día del Bebé" provino de las técnicas de 
APPIA, una asociación que trabaja en el Centro Hospitalario Pereira Rossell con el fin de mejorar las 
condiciones de vida en ese período tan importante. Pretende ser un día que no tenga que ver con temas 
comerciales sino de promoción y valorización de esa etapa de la vida. 


Sería muy bueno que en este mes de noviembre pudiéramos votar este proyecto en el plenario para que, a la 
brevedad, pasara al Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que se suprima la lectura de los dos artículos del proyecto y que se 
voten en bloque. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota) 
——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Dado el especial interés que ha manifestado la señora Diputada Sanseverino en el tema, la propongo como 
miembro informante. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Tres en cuatro: AFIRMATIVA. 

Queda designada como miembro informante la señora Diputada Sanseverino. 


(Ingresa a Sala el profesor Walter Howard, de la Cátedra de Derecho de Familia de la Universidad de 
Montevideo) 


——- La Comisión tiene mucho gusto de recibir al profesor Walter Howard, de la Cátedra de Derecho de 
Familia de la Universidad de Montevideo, para conocer su posición sobre el proyecto que tenemos a estudio 
relativo a la regulación de las técnicas de reproducción humana asistida. 


SEÑOR HOWARD.- Agradezco la invitación. Trataré de ser de ayuda para todos ustedes. 


Por supuesto que considero que una ley en este tema es muy útil y necesaria porque el deseo de ser padres 
suele vulnerar otras protecciones que buscamos en la sociedad. Me parece que es momento de que en 
Uruguay tengamos una ley en este sentido. Además, según tengo entendido, es muy frecuente la aplicación 
de estas técnicas. 


En mi criterio, es fundamental sentar los principios primordiales que deben regular la aplicación de técnicas 
de reproducción humana asistida, puesto que ello es de suma ayuda para el legislador a la hora de optar por 
las distintas soluciones posibles. Entre los principios que es necesario mencionar y que deben perseguir las 
técnicas de reproducción asistida, destaco particularmente los siguientes. 


En primer lugar, las técnicas solo pueden ser de aplicación para solucionar la imposibilidad de gestar 
naturalmente y cuando a través de ellas se procure evitar la trasmisión de enfermedades hereditarias. Esos 
son los dos supuestos en que cabe la aplicación de las técnicas. Por ende, cabe descartar otras finalidades que 
pueden estar envueltas en la aplicación de estas técnicas, como la procreación con fines de investigación y la 
elección del sexo o los caracteres físicos de la criatura engendrada. Por esa razón, la ley que se sancione 
debería prever que solo se pude recurrir a las técnicas de reproducción asistida cuando otros métodos 
terapéuticos han resultados ineficaces para solucionar las causas de la esterilidad o infertilidad, tal como 
prevé el artículo 1” de la Ley italiana N* 40, de 19 de febrero de 2004. Esto es coadyuvante con los efectos 
primarios y colaterales que estas técnicas pueden tener tanto sobre los concebidos y nacidos a través de ellas 
como para los adultos que intervienen en la inseminación, fecundación, implantación, gestación y nacimiento 
de las criaturas. 


En segundo término, si bien las técnicas tienen como beneficiarios a los adultos imposibilitados de procrear 
naturalmente, el interés supremo a proteger es el de los niños que nacen merced a la aplicación de estas 
técnicas. Esta es una consecuencia ostensible de tratados internacionales que ha celebrado nuestro país, como 
la Convención Universal de los Derechos del Niño, o disposiciones nacionales como el Código de la Niñez y 
la Adolescencia, que ponen al niño como el interés supremo a proteger en las cuestiones que le conciernen. 


En tercer lugar, igual consideración merece la protección de la dignidad del embrión. Por lo tanto, dicha 
salvaguarda debe guiar la adopción de medidas legislativas. 


En cuarto término, la posibilidad de recurrir a las técnicas de reproducción asistida otorga beneficios para 
muchas personas, pero también genera responsabilidades. Por eso no puede dejarse de lado la protección de 
los menores cuando los padres irresponsablemente actúan sin proteger ese interés, por ejemplo cuando se 
produce un cese de la convivencia que mantenían. 


El quinto principio que estimo necesario mencionar es que las técnicas solo podrán beneficiar a las parejas 
matrimoniadas o que formen un concubinato con apariencia de matrimonio y con una duración mínima que 
debe ser determinada por la ley. Digo esto por cuanto se presume que dicho ámbito resulta ser el más 
propicio para el desarrollo individual del nacido. Por ende, debe rechazarse la inseminación e implantación 
de gametos en la mujer sola, sea fértil o no, porque la inexistencia de la figura paterna da un marco 
inadecuado para el desarrollo psicofísico del nacido. 


A continuación voy a realizar un análisis del proyecto de ley que me enviaron para que diera mi opinión. 


Con respecto a los supuestos de aplicabilidad de las técnicas de reproducción asistida, el artículo 1% procura 
definir y aplicar las técnicas solo en los casos de infertilidad o esterilidad. Esto evidentemente es correcto, 
aun cuando, a mi modo de ver, es incompleto. Según mi criterio, no es adecuado que estén consideradas en la 
ley las definiciones que contienen los incisos segundo y tercero del artículo 1%, sino que sería más provechoso 
que la conceptuación de infertilidad y esterilidad quedara confiada a los adelantos científicos de cada 
momento en que se van a aplicar esos términos. Desde el punto de vista médico, la palabra esterilidad implica 
genéricamente la imposibilidad de reproducirse. Por ende, también comprendería los supuestos de 
infertilidad. Sin embargo, dadas las diferencias entre las dos discapacidades estimo que es conveniente 
mantener ambos conceptos. Además, considero que la conceptualización de pareja infértil que se menciona 
en el proyecto es inapropiada. ¿Por qué? Porque contiene la exigencia de relaciones coitales frecuentes, lo 
cual no se vincula absolutamente para nada con la imposibilidad de llevar a cabo la gestación del concebido. 
Como sabemos, la gestación es el lapso que va desde que se produce la concepción hasta el parto y el 
nacimiento del hijo, por lo que la infertilidad supone el anterior mantenimiento de relaciones sexuales. 
Entonces, me parece que esa previsión de la exigencia de relaciones coitales frecuentes nada tiene que ver 
con un supuesto de infertilidad. 


En otro orden de cosas, convendría agregar en el proyecto que la aplicación de estas técnicas también es 
procedente para la prevención y tratamiento de enfermedades de origen genético o hereditario, cuando sea 
posible recurrir a ellas con suficientes garantías diagnósticas y terapéuticas y estén estrictamente indicadas, 
como señalaba el artículo 1.3 de la antigua ley española referida al tema. O sea que este último supuesto 
habría que agregarlo en el artículo 1* del proyecto. 


SEÑOR VEGA LLANES.- ¿Podría reiterar ese concepto? 


SEÑOR HOWARD.- En realidad, lo que preveía el artículo 1.3 de la antigua ley española era que las 
técnicas de reproducción asistida también podían ser aplicables para la prevención y tratamiento de 
enfermedades de origen genético o hereditario, cuando fuera posible recurrir a ellas con suficientes 
garantías diagnósticas y terapéuticas y estuvieran estrictamente indicadas, es decir para evitar 
enfermedades de trasmisión hereditaria. Digo esto porque no está previsto en el proyecto que me 
enviaron. 


En cuanto a la procedencia de las técnicas de reproducción asistida, el artículo 3* del proyecto exige el 
consentimiento informado de la mujer o la pareja, según corresponda. A mi modo de ver, dado que considero 
adecuado que las técnicas solo pueden ser de beneficio para las parejas, no es correcta la referencia exclusiva 
a la mujer. Es decir, no me parece correcto que solo la mujer deba ser informada sobre la aplicación de estas 
técnicas. En todo caso, la decisión de recurrir a las técnicas de reproducción asistida debe ser una decisión 
unánime de los componentes de la pareja, puesto que ellos serán, en definitiva, quienes gozarán de las 
ventajas y asumirán las responsabilidades de la criatura nacida. Es natural que se compartan las exigencias de 
consentimiento informado y que las técnicas se apliquen cuando existan razonables posibilidades de éxito y 
no haya riesgos futuros para la mujer ni para los procreados mediante estos medios. 


De todas maneras, sería conveniente que la ley se extendiera acerca del contenido de la información que la 
institución pública o privada que intervenga debe brindar a la pareja beneficiaria de las técnicas, en especial 
sobre los riesgos y posibilidades de éxito de la intervención, así como los aspectos legales, éticos y 


económicos que pueden incidir en ellas. Por esa razón, considero muy favorable la previsión contenida en el 
artículo 6" de la ley italiana referida al tema. Según esta previsión, las instituciones que apliquen las técnicas 
de reproducción humana asistida deben informar de manera detallada a los interesados sobre los métodos a 
aplicar, los problemas bioéticos, los eventuales efectos colaterales en los órdenes sanitario y psicológico, las 
posibilidades de éxito y los riesgos que se derivan, las consecuencias jurídicas y los costos económicos, así 
como la capacidad de recurrir a la adopción como alternativa a la procreación médicamente asistida. 


Al respecto, y debido a los riesgos ínsitos en las técnicas de reproducción asistida, estimo que debe seguirse 
una línea que permita asumir los roles paterno y materno a través de la adopción, y no como acontece con la 
ley actual, la N” 18.590, de 18 de setiembre de 2009, que la dificulta en extremo contraviniendo en muchas 
ocasiones la protección de la vida de los menores de edad establecida en normas nacionales o 
supranacionales. Inclusive, se debe prever que entre la recepción de la información antes expresada y la 
aplicación de las técnicas debe transcurrir un plazo por ejemplo, de quince días; la ley italiana prevé siete 
antes de llevarlas a la práctica a fin de que los interesados dispongan del tiempo necesario para reflexionar 
sobre la importancia del acto que van a llevar a cabo. 


Con respecto a la voluntad de recurrir a las técnicas de reproducción asistida debe decirse que ella debería 
poder ser revocada por cualquiera de los integrantes de la pareja gestionante antes de la fecundación del 
óvulo o de la implantación del embrión en su caso. Esta solución es sustancialmente mejor que la atribución 
que el artículo 4” del proyecto hace en forma exclusiva a favor de la mujer. Por cierto, dado que en estos 
temas estamos ante problemas que padece una pareja, ambos componentes de ella deben disfrutar del poder 
revocatorio o de suspensión como dice el proyecto y no solo la mujer. Asimismo, debe preverse lo cual no 
acontece en el proyecto que la institución encargada de la aplicación de las técnicas en estudio, una vez 
fecundado el óvulo de la mujer o adoptada la decisión de la pareja gestionante de recurrir a la implantación 
de un embrión, solo puede no proceder a la procreación médicamente asistida por motivos de orden médico 
sanitario. 


El proyecto no se pronuncia sobre quiénes pueden ser beneficiarios de las técnicas, lo cual supone un franco 
retroceso respecto al proyecto presentado por el ex Senador Alberto Cid en el año 1996. Este proyecto 
disponía en el punto 1. del literal b) de su artículo 2": "No se atenderá ninguna solicitud de Reproducción 
Asistida a la mujer soltera, salvo que acredite que vive en concubinato more uxorio". En verdad, dicha 
redacción no es la más adecuada, primero, por estar formulada en negativo y, segundo, por referirse 
únicamente a la mujer soltera y no a la divorciada o viuda. Por consiguiente, sería de provecho que la ley que 
se apruebe expresamente dispusiera lo siguiente: "Solo pueden ser beneficiarias de las técnicas de 
reproducción humana asistida las parejas casadas o unidas en concubinato siempre que esta unión se haya 
extendido al menos durante dos años" plazo, por supuesto, que queda a criterio del Parlamento "lo cual se 
probará judicialmente". Incluso, de acuerdo con lo que se dispone en el artículo 5” de la ley italiana, sería 
conveniente establecer que solo puedan recurrir a estas técnicas las parejas de mayores de edad de sexo 
diverso que se hallen en edad potencialmente fértil o, al menos, que la mujer se encuentre en esa condición. 
Lo señalado tiene la clara finalidad de evitar que las mujeres que han pasado la edad en que era posible un 
embarazo natural puedan beneficiarse de estas técnicas. La Comisión sabrá que ha habido casos bastante 
apartados de lo natural. Me refiero a mujeres de sesenta o más años que han quedado embarazas merced a 
estas técnicas. Lo que procuro con esto es que eso no ocurra. 


El artículo 5* del proyecto refiere a la dación de gametos y embriones. En primer lugar, me parece 
indispensable referir que no son adecuados los términos empleados en el proyecto en razón de que se utiliza 
la figura de la donación para los gametos y embriones. El artículo N” 1.613 del Código Civil preceptúa que la 
donación es un contrato por el cual el donante se desprende, desde luego irrevocablemente, del objeto 
donado. Juzgo que en el caso de los gametos, en razón de la trascendencia que ellos tienen para la formación 
de la vida humana, puede discutirse si se trata de un objeto pero, indudablemente, no nos hallamos ante un 
objeto en el caso de los embriones, cualquiera sea el contenido que se confiera a aquel término. También es 
ostensible, en virtud de las múltiples disposiciones supranacionales y nacionales que protegen la vida aun 
antes del nacimiento, que no es conveniente cosificar a los ya concebidos aunque lo sean extrauterinamente. 
Por esa razón, creo que refleja mejor la naturaleza de los valores en juego el empleo de los términos "negocio 
jurídico", que es sustancialmente más amplio que el de contrato, y el de "dación" respecto al de "donación", 
dado que con ello se priva a la figura del carácter de beneficio económico que caracteriza a esta última. 


Fuera de esas cuestiones terminológicas que considero esenciales en razón de los valores inmanentes a la 
condición humana, cabe señalar que el proyecto no prevé entre quiénes se verifica el negocio de dación o 
donación, sea de gametos o de embriones. Por ese motivo, es necesario disponer expresamente que este se va 
a celebrar entre el dador de gametos o dadores en el caso de embriones y la institución dedicada a la 
aplicación de las técnicas de reproducción humana asistida. 


El proyecto indica que la donación de gametos se realizará en forma anónima y sin retribución económica. 
Sin embargo, ello no está previsto para la dación de embriones. Por ende, si no se establece expresamente, se 
entendería que el anonimato y la gratuidad no son aplicables a este último caso. Esta deficiencia aparece 
parcialmente resuelta por la parte final del inciso segundo del artículo 5% que prevé que en todos los casos de 
donación de embriones se mantendrá la reserva de identidades. Sin embargo, no se refiere a la gratuidad. A 
pesar de ello, sería conveniente que la ley empleara siempre el término "reserva de identidad" más que 
"anonimato", dado que en diversas ocasiones ello es recogido luego por el propio proyecto puede ser 
necesario levantar el secreto que se quiere imponer, por ejemplo en caso de enfermedad del nacido por 
aplicación de estas técnicas. 


Por otro lado, el texto exige la aprobación de la Comisión Honoraria de Reproducción Humana Asistida para 
la dación de embriones a una de las instituciones que aplique estas técnicas. No obstante, lo más adecuado a 
juicio de quien habla es que esa aprobación sea exigida para la implantación de ellos en la pareja receptora. 


El inciso tercero del artículo 5* prevé una exención de responsabilidades civiles y patrimoniales para el futuro 
y la reserva sobre la identidad de los donantes de los embriones, salvo que en caso de enfermedad sea 
necesaria la revelación de la identidad de los dadores. A mi juicio, la disposición puede merecer algunas 
críticas en cuanto a la solución que se propone. Incluso, cabe discrepar con su redacción. Por ello propongo 
que el artículo 5% establezca que la dación de gametos y embriones es un negocio jurídico solemne y gratuito 
que se celebrará entre los dadores y las instituciones autorizadas para la aplicación de las técnicas de 
reproducción humana asistida. La dación no generará ninguna especie de responsabilidad para los dadores. El 
negocio se realizará de forma que se mantenga la reserva acerca de la identidad de los dadores, la cual solo 
podrá ser levantada, previa autorización judicial, en caso que sea imprescindible para la conservación de la 
vida o la salud física o psíquica del nacido como consecuencia de esa dación o por requerimiento de los 
tribunales penales. La revelación de la identidad del dador o dadores de gametos o embriones no genera 
ningún vínculo de filiación ni responsabilidad alguna respecto a las criaturas concebidas o nacidas por estas 
técnicas. No obstante, en cualquier momento los beneficiarios de estas técnicas y los hijos nacidos como 
consecuencia de ellas, tienen derecho por sí o por sus representantes legales a obtener información general 
sobre los dadores que no incluya su identidad. 


Asimismo, tal como se prevé en la ley española, es conveniente prever que la dación realizada solo será 
revocable cuando el dador o dadores, por esterilidad o infertilidad sobrevenida, precisasen para sí los 
gametos o embriones, siempre que en la fecha de la revocación no hayan sido empleados a favor de terceros. 


También es útil especificar en otro artículo de la ley que la gratuidad de la dación de gametos y embriones no 
obsta a que se compensen los gastos que para los dadores pueden derivar, pero en ningún caso esa reparación 
económica puede suponer un incentivo económico. 


Sería provechoso añadir que las instituciones proveedoras de estas técnicas deberán adoptar las medidas 
oportunas a fin de que de un mismo dador de semen u óvulos o de quienes hayan aportado material genético 
para la fertilización de un embrión, no nazcan más de tres hijos. La ley española previene que no deben nacer 
más de seis hijos de un mismo aportante. Sin embargo, dado que la sociedad uruguaya es más pequeña, 
conviene reducir ese número, a fin de evitar el riesgo de la conformación de parejas entre quienes son 
hermanos, entre otras circunstancias. 


Siguiendo la senda marcada por las leyes españolas, debería preverse que a los efectos del mantenimiento 
efectivo de ese límite, los dadores de gametos o embriones deberán declarar en cada dación si han realizado 
otras previas así como las condiciones de éstas, e indicar el momento y el centro en el que se hubieran 
realizado. 


Además de lo expuesto, a mi juicio, sería necesario prever, tal como lo señalaba el proyecto del ex Senador 
Cid, que bajo ninguna circunstancia los dadores de gametos o embriones podrán reclamar la paternidad o 


maternidad de la criatura concebida o nacida mediante la aplicación de las técnicas de reproducción humana 
asistida. 


Con respecto a la conservación de los gametos y embriones, cabe decir que este es el aspecto que mayores 
rechazos genera a la aplicación de las técnicas, principalmente, porque es práctica frecuente que para la 
fecundación in vitro se recurra a la estimulación hormonal a fin de obtener la maduración de varios óvulos 
los que fecundados dan lugar a varios embriones. A través de este procedimiento se consigue un importante 
ahorro de tiempo y dinero pues en caso de que fracasen sucesivas implantaciones siempre se contará con una 
reserva que va a evitar repetir todo el procedimiento de obtención de óvulos y posterior fecundación. 


Ahora bien, cuando el procedimiento de implantación tiene éxito o se produce un desinterés de quienes 
gestionaron las técnicas en estudio, la consecuencia suele ser el abandono y la posterior muerte de los 
embriones ya formados. Es evidente que la dignidad del ser humano, aún desde su primer instante de vida, 
lleva a la condena de ese proceder. 


Quisiera citar al profesor Pedro Montano que ha expuesto en esta Comisión. Él señala que la 
crioconservación de embriones supone un 50% de mortalidad al descongelarlos y que, como es sabido, la 
fecundación in vitro puede dar lugar a embarazos múltiples, complicaciones durante estos, bajo peso al nacer, 
taras importantes en el nacido y, a largo plazo, discapacidades en los niños que sobreviven. 


El porcentaje de éxito con la terapia asistida se reduce a medida que aumenta la edad de la mujer que es 
inseminada o se le implanta un embrión, mientras que los efectos secundarios aumentan. 


Los nacidos mediante fecundación in vitro tienen el doble riesgo de nacer con graves defectos, con 
malformaciones y con bajo peso. Además, corren tres veces más riesgo de desarrollar desórdenes 
neurológicos, incluyendo discapacidades cerebrales, que las que tienen los niños concebidos naturalmente. 


El profesor Álvarez Cozzi, quien ha concurrido a esta Comisión, ha expresado que durante el período 
comprendido entre 1991 y 2006 fueron concebidos más de dos millones trescientos mil embriones humanos, 
de los cuales nacieron noventa y ocho mil doscientos niños. Es decir que la técnica tuvo éxito en el 4,26% de 
los embriones humanos conformados. Los datos expuestos son claramente negativos dado que con ello se 
juega y se termina con vida humana, por lo que estimo que la conclusión no puede ser otra que la 
preocupación del legislador en el sentido de restringir o de transformar en excepcional la aplicación de la 
técnica de la fecundación in vitro. Por supuesto que no estoy negando la realización de la técnica sino que, 
ante la situación de riesgo que puede existir para los embriones, ésta se transforme en una situación 
excepcional. Quizá haya otros medios para lograr una paternidad como, por ejemplo, el caso de la adopción, 
quitando muchas de las limitaciones que existen para ella. 


Me voy a referir a la reproducción asistida "post mortem". El artículo 9 del proyecto refiere a que no se 
podrán realizar fertilizaciones de gametos o implantarse embriones de personas fallecidas luego de la toma de 
muestras o de la fertilización de los gametos. Sin embargo, a mi criterio, corresponde distinguir dos hipótesis 
que no pueden recibir la misma solución. 


Primera hipótesis: el caso en que una mujer, luego del fallecimiento de su marido o concubino, pretende ser 
inseminada con material genético del fallecido o que se le implante un embrión formado con el aporte 
genético de ambos. 


Segunda hipótesis: cuando quienes se van a beneficiar de la inseminación artificial o van a recibir el embrión, 
son personas diferentes a quienes aportaron el material genético para que se produzca el embarazo. 


Para la primera hipótesis, la respuesta dada por el proyecto es que se prohíbe la referida práctica aspecto en el 
que concuerdo totalmente y en el artículo 11 se descartan las consecuencias jurídicas para ello. Ahora bien, a 
mi juicio, y sin dejar de reconocer todos los tópicos que rodean la hipótesis planteada, la solución de no darle 
consecuencias a la reproducción "post mortem" perjudica a quien no debe, es decir, a quienes nacen bajo 
estas técnicas. Adviértase que ninguna omisión ha cometido el nacido luego de algunos años de fallecer su 
padre, cuando su madre, incumpliendo el mandato legal, procede a una inseminación con material de aquel o 
a la implantación de un cigoto formado con material genético del fallecido para que se los prive, no solo de 
una filiación que le corresponde, sino también de los beneficios materiales que puede obtener de ella, por 
ejemplo, derechos alimentarios o sucesorios. Cabe señalar que aun cuando se persista en la solución dada por 


el artículo 11 del proyecto, no es adecuada su redacción por lo que el texto debería ser el siguiente: "No se 
reconocerá vínculo de filiación alguno entre los hijos nacidos por aplicación de estas técnicas y el marido o 
concubino fallecido, cuando la muerte de este se haya producido antes de las 42 semanas de la fecha del 
nacimiento, o la implantación uterina no sea realizada antes del fallecimiento". 


Para la segunda hipótesis, es decir, para el caso de que quienes se van a beneficiar de las técnicas sean 
personas diferentes a quienes aportaron el material genético, se debe exigir que el marido o concubino de la 
mujer inseminada o a quien se le pretende implantar un embrión esté con vida al momento en que se produce 
la inseminación o implantación. Por consiguiente, debe preverse que fallecido el marido o concubino de la 
pareja solicitante de la inseminación mediante gametos proporcionados por un tercero o de un embrión 
formado por aporte genético de persona diferente al fallecido, no podrá procederse a la aplicación de las 
técnicas de reproducción asistida. 


De todas maneras, dado que a pesar de la prohibición existe el riesgo de que se inscriba como habido de una 
unión matrimonial o concubinaria un hijo concebido mediante inseminación e implantación post mortem, es 
conveniente prever que cualquier persona con un interés directo y personal, podrá impugnar la paternidad 
atribuida al fallecido. Dicha acción es imprescriptible. 


Con respecto a la maternidad subrogada, el artículo 12 del proyecto refiere a esta figura que también es 
conocida con el nombre de arrendamiento de vientres o de útero. La disposición proyectada, siguiendo la 
tónica dominante en la doctrina uruguaya, prohíbe la celebración de contratos en tal sentido, sean a título 
gratuito u oneroso e, inclusive, prevé una sanción penal para quienes intervengan en ellos. El fenómeno de la 
maternidad subrogada puede presentar diversas variantes, pero tiene un aspecto en común: quienes 
manifiestan el deseo de procrear no coinciden con quien lleva a cabo la gestación. El proyecto en estudio solo 
refiere a una de las hipótesis de maternidad subrogada: aquella en que una pareja provee un embrión a una 
mujer a fin de que soporte el embarazo y luego entregue la criatura nacida a aquellos o a un tercero. Sin 
embargo, cabe agregar a la hipótesis programada la siguiente: la mujer portadora, no solo cede su útero para 
la gestación sino que, además, proporciona el óvulo que, fecundado con semen del hombre de la pareja 
comitente o gestionante, da lugar a la existencia del embrión. 


Con respecto a la nulidad del contrato de maternidad subrogada, en el derecho uruguayo existen suficientes 
disposiciones para llegar a la conclusión de que se trata de un negocio absolutamente nulo. Además, las 
normas que rigen el estado civil de las personas son de carácter imperativo. Sin embargo, puede ocurrir que 
los interesados, aun a sabiendas de las respuestas del orden jurídico a su accionamiento, concreten la 
negociación referida, lo cual implica que se vuelve ineludible determinar quiénes son las personas 
participantes en la contratación, que han de asumir los roles de padre y madre a los efectos legales. 


En lo atinente a la filiación del niño nacido mediante maternidad subrogada, el proyecto en estudio opta por 
quien ha dado a luz. O sea: la filiación se determina por el parto o por la cesárea en su caso. Las soluciones 
posibles transcurren por darle trascendencia a la verdad biológica, o sea a aquellas personas que han aportado 
su material genético para el nacimiento de la criatura, por el parto madre es la que da a luz-, o por la 
voluntad, es decir que padre y madre son aquellos que han encargado a otra mujer que gestara su hijo. Aun 
cuando reconozco que no es la postura más aceptada doctrinariamente ni por los ordenamientos que han 
regulado el empleo de estas técnicas, considero que la maternidad legal debe coincidir con la maternidad 
genética, por lo que la filiación será determinada por quien aportó las células germinales que, según los 
genetistas, contienen los códigos genéticos hereditarios. Por tanto, a mi modo de ver debe coincidir el 
concepto legal de madre con el contenido que le atribuyen al término las ciencias biogenéticas. 


De todas maneras, en caso de que el legislador opte por mantener la solución propugnada en el proyecto o 
sea, darle trascendencia al parto o a la cesárea en su caso debe agregarse esto no está previsto por la ley que 
quedará a salvo la posible acción de reclamación de la paternidad respecto del padre biológico conforme a las 
reglas generales. 


Por último, voy a referirme a la incidencia de estas técnicas en las disposiciones sobre filiación. El 

artículo 10? del proyecto prevé que la filiación de los nacidos por técnicas de reproducción asistida se 
regulará por las normas vigentes. Juzgo que se trata de uno de los preceptos más criticables del proyecto. En 
primer término, es obvio que toda hipótesis actual de hecho se regula por las normas vigentes, dado que no 
puede regularse, salvo excepciones por normas derogadas ni menos aún por normas futuras. En segundo 
lugar, es ostensible que si se considera necesaria una ley que regule las técnicas de reproducción asistida, el 


fenómeno no puede ser regulado por las normas actualmente vigentes sin que haya modificaciones de 
trascendencia en el ordenamiento. Lo que se debe procurar es adaptar el ordenamiento, tomando en 
consideración las variaciones que se pueden producir cuando tiene lugar un nacimiento, rompiendo el 
proceso natural de reproducción de los seres humanos, que fue el que el Código Civil tomó en consideración 
para regular la filiación; esto es que la procreación se logra a través de la cópula carnal entre un hombre y 
una mujer la cual, una vez fecundada, soporta el embarazo y da a luz. 


Por lo tanto, la regulación de estas técnicas conlleva la modificación o, mejor dicho, la ampliación de 
diversos preceptos del Código Civil. Para ello el legislador tiene dos posibilidades: primero, sancionar la ley 
e incluir en el propio cuerpo legal las modificaciones previstas para la filiación, o modificar el Código Civil, 
agregando a las disposiciones sobre filiación las que se consideren del caso cuando se produce un embarazo o 
un nacimiento mediante el empleo de estas técnicas. Adviértase que si no hay previsiones en la ley es 
procedente el desconocimiento de la paternidad por parte de aquel que dio su consentimiento para que tuviera 
lugar una inseminación. Pero esa inseminación se produjo con material genético de un tercero. Lo mismo 
sucede cuando un tercero aporta el semen para el nacimiento de una criatura: podría iniciar una acción de 
impugnación de la paternidad de la persona que tiene atribuida esa calidad o, inclusive, de paternidad 
extramatrimonial con apoyo en el artículo 238 del Código Civil. 


Por ende, para estas situaciones especiales, que son las técnicas de reproducción asistida, se vuelve 
imprescindible modificar ciertos artículos del Código Civil o prever en la ley que determinadas acciones de 
estado civil no son aplicables en el caso. A juicio del suscrito tiene que existir una disposición en la ley en la 
cual se determine que fuera de los casos previstos por esta norma, la filiación derivada de la aplicación de las 
técnicas de reproducción humana asistida, no podrá ser desconocida o impugnada por persona alguna, exista 
o no utilización de gametos o embriones de un tercero, cuando la pareja beneficiaria haya prestado su 
consentimiento al empleo de estas técnicas. Inclusive, estimo que no sería redundante agregar ciertos 

incisos al artículo 218 del Código Civil, en la redacción dada por el artículo 29 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, y al propio artículo 238 del Código Civil. Esas agregaciones deberían consistir en lo siguiente: 
al artículo 218 debería agregársele como inciso final una disposición que prevea que el marido que consiente 
la utilización de las técnicas de reproducción humana asistida, sea mediante su aporte genético o de terceros, 
no podrá desconocer su paternidad sobre la criatura habida por su mujer como consecuencia de ello. Y al 
artículo 238 habría que agregarle un segundo inciso en el cual se establecería que la paternidad y la 
maternidad del hijo nacido de pareja no unida en matrimonio, por aplicación de las técnicas de reproducción 
humana asistida, no podrá ser impugnada por la inexistencia de vínculo biológico. 


Por último, el proyecto omite pronunciarse respecto a un aspecto fundamental que es el estatuto filial de los 
nacidos por estas técnicas. 


Por ende es imprescindible que en uno de los artículos que se apruebe se prevea que los hijos nacidos por 
aplicación de las técnicas de reproducción humana asistida tienen el estado civil de hijos matrimoniales o 
extramatrimoniales reconocidos por los miembros de la pareja que ha recurrido a ellas. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR VEGA LLANES.- En las diversas visitas y en los aportes que hemos recibido, se ha reiterado 
la crítica a que se defina de qué hablamos cuando nos referimos a esterilidad e infertilidad. En 
realidad, hemos apelado a la definición de la Organización Mundial de la Salud, con la idea aquí puede 
ser que tengamos alguna diferencia filosófica de que hay una parte de este tema que es una enfermedad 
y sobre la que el Estado deberá tomar alguna medida para poder atenderla, y otra parte que refiere a 
un deseo o a una forma de hacerlo, incluido lo que usted planteaba con razón en cuanto a evitar 
enfermedades genéticas. Por ello se define qué es infertilidad o esterilidad y se separa de otros aspectos 
que hoy ya se están procesando, se hacen y que, en definitiva, intentan establecer que una parte es la 
enfermedad y que la otra entra en la regulación, pero el Estado no tendría la obligación de asistir a 
quienes no están afectados por ninguna de estas dos cosas. 


Poniendo esto por delante, ¿a usted le parece que estas definiciones podrían integrarse en la ley? 


SEÑOR HOWARD.- Creo que las definiciones se pueden mejorar, principalmente en esa mención que 
hacía a las relaciones coitales frecuentes porque me parece que no tiene nada que ver con lo que se 


habla de infertilidad. No soy médico y, por supuesto, no puedo opinar sobre estos aspectos. De todos 
modos, me parece que no es bueno que esas definiciones médicas estén en las leyes porque dependen un 
poco del momento histórico que se vive. Actualmente, lo que hoy puede ser una esterilidad, quizás 
dentro de diez años no lo sea. Esto es como el concepto de muerte. Todos sabemos que el legislador no 
puede definir qué es muerte porque depende de los métodos reanimatorios que existan. Entonces, me 
da la impresión de que no sería conveniente introducirse en estos temas; simplemente es mi opinión. 


Cuando estamos ante temas médicos, depende del momento histórico saber qué es una enfermedad, una 
discapacidad, etcétera. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Queremos agradecerle el trabajo; después tendremos la versión 
taquigráfica para analizar algunas cuestiones. 


Estas técnicas ya tienen muchísimos años y me gustaría que se me aclarara el tema del estatuto filial. Si un 
hijo nacido con estas técnicas quiere hacer una acción de paternidad con respecto al dador, que no son los 
padres que han ido en búsqueda de esta solución, ¿hay algo en la jurisprudencia que lo pueda ayudar? 
¿Alcanza con que la ley diga que no va a haber ninguna relación ni de tipo sucesorio ni de otro corte, 
teniendo en cuenta el Código de la Niñez y la Adolescencia y las resoluciones internacionales? 


SEÑOR HOWARD.- Si se sanciona esta ley, tendrá la misma jerarquía que el Código de la Niñez y la 
Adolescencia; por ende, lo deroga por ser posterior en el aspecto concreto de aplicación de las técnicas 
de reproducción asistida. En ese sentido, con previsión legal en una nueva ley, no hay problemas. 


No sé si es exactamente lo que me pregunta, pero yo creo que lo que se debe prever en el proyecto es que los 
hijos nacidos por estas técnicas sean hijos de la pareja que los quiso tener, ya sean matrimoniales o naturales 
reconocidos. Si nosotros nos quedáramos solo con eso y dejáramos todo lo demás como está, el hijo podría 
hacer responsable al dador del material genético, el padre, comprobando que no tiene vínculo genético con 
quien figura como su hijo, podría desconocer la paternidad; los hermanos de ese niño podrían iniciar una 
acción para hacer caer la condición de hijo natural o de extramatrimonial de quienes quisieron tenerlo, 
etcétera. Se podrían dar todas estas situaciones y por ello se necesita la ley. Hay que lograr que el niño que 
nazca por estas técnicas quede incorporado totalmente a la familia de los gestionantes, que ese vínculo no se 
pueda hacer caer por falta de concordancia biológica. Este es el tema central. 


Si no se establecen prohibiciones para desconocer la paternidad o de impugnar reconocimientos, si no se 
prevén todas estas situaciones, la ley no podrá cumplir su cometido, que es producir modificaciones en el 
estado de la familia o en sus relaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su profundo análisis. Como decía la señora Diputada, vamos a 
revisar el tema junto con la versión taquigráfica. 


SEÑOR HOWARD.- Tengo un libro sobre esto que escribí en 1997, pero todo ha cambiado mucho. 
Quedo a las órdenes por si quieren algún trabajo por escrito. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. 

(Se retira de Sala el profesor Walter Howard) 

SEÑOR BIANCHI.- Solicito que se reconsidere la votación del proyecto relativo al "Día del bebé". 
(Apoyados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

SEÑOR VEGA LLANES.- Estoy preocupado por el destino de este proyecto. Hay una redacción que 
invito a que lean de la doctora Zícari y del doctor Abisab que me parece que aporta una serie de 
elementos interesantes que vale la pena tener en cuenta. De todas formas, si uno deja crecer proyectos 
de ley de este tipo, puede llegar a tener la mesa llena de distintas cosas porque siempre le va a faltar o a 
sobrar algo. Hay que definirlos porque, de lo contrario, no se puede seguir adelante. En realidad, a 
cada uno de los que concurran se le va a ocurrir algo seguramente plausible de integrar en el proyecto, 


pero llega un momento en que es necesario terminar la etapa del asesoramiento y pasar a la de las 
definiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También nos falta recibir a la Cátedra de Derecho de Familia de la 
Universidad de la República, que no pudo concurrir en el día de hoy. 


(Diálogos) 


SEÑOR VEGA LLANES.- Me parece que este es un proyecto de peso y me gustaría que la Comisión 
terminara su ciclo del año elevándolo al plenario. 


SEÑOR BIANCHI.- Estoy totalmente de acuerdo. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, voy a tratar de reunir las 
distintas propuestas que tenemos sobre la mesa en una sola redacción para empezar a discutir sobre un 
texto. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es un tema muy complejo y cuanta más base de apoyo tengamos, mejor. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Estoy de acuerdo, pero estas prácticas ya se están haciendo de manera 
totalmente desregulada, y eso es lo peor que puede pasar. Cualquiera hace cualquier cosa porque nada 
está prohibido. Por eso más que tener un proyecto perfecto, hay que tener un proyecto. 


SEÑOR BIANCHI.- Es necesario tener un marco legal. 
SEÑOR VEGA LLANES.- Siempre es complejo hacer una ley sobre cuestiones de Medicina. 
SEÑORA SANSEVERINO.- Muchos aspectos van a quedar para la reglamentación. 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


